Carátula 


Ingresa a Sala el Esc. Gustavo Fernández, Director General del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas.) 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado tiene mucho gusto en 
recibir al Escribano Gustavo Fernández, Director General del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, quien fuera convocado para darnos a conocer la opinión de la Cartera sobre el proyecto de 
ley relativo al Trabajo de Peones Prácticos y Obreros No Especializados. Precisamente, recurrimos a 
usted en tanto entendimos que el contenido de la iniciativa afecta directamente las tareas del 
Ministerio. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Es bastante sencillo lo que voy a decir, y desde ya adelanto que mi opinión 
representa la del Ministerio. El señor Ministro no tenía lugar en su agenda para poder concurrir y me 
solicitó que lo hiciera en su lugar. 


Queremos señalar dos o tres aspectos relativos a las competencias del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas. En primer lugar, la iniciativa prevé sorteos a través de las Comisiones 
Departamentales de Trabajo, en un régimen similar al de la ley del año 1943. De acuerdo con la 
experiencia del Ministerio en los sorteos de peones, no vemos claro el tema relativo a las localidades 
donde se van a desempeñar, aunque con seguridad los señores Senadores habrán estudiado el 
proyecto de ley más profundamente que quien habla. Esto es muy importante, porque los sorteos se 
realizan por departamentos y se exige estar domiciliado en ellos. Si la obra es en Rosario, surgirán 
grandes problemas si sale sorteada una persona que vive en Nueva Palmira, porque es imposible que 
ese individuo pueda cumplir la función para la que fue sorteado. En síntesis, creemos que los sorteos 
en los departamentos tendrían que hacerse en la localidad donde efectivamente se realiza la obra. 
Ese sería un requisito previo al sorteo de la Comisión Departamental de Trabajo, porque después va a 
ser muy difícil eliminar de una lista a un señor que obtuvo el primer lugar. ¿Quién le dice que no vaya a 
trabajar? Pero resulta que la obra se desarrolla en otra localidad. Las dificultades de transporte en el 
interior son mayores a las que podrían surgir si se tratara de una obra en la zona de Carrasco y la 
persona viviera en el Centro. 


En segundo término, me voy a referir a la especialización de los peones y peones prácticos. 
No tenemos objeción en cuanto a que se tome personal, tanto por parte de las empresas que contrata 
el Ministerio como por contrato directo, porque ya lo estamos haciendo con peones comunes, pero en 
cuanto a los peones prácticos no vemos que aquí se les exija ningún requisito, cuando en la práctica 
nosotros establecemos que haya, por lo menos, una acreditación de antecedes laborales para 
determinar su categoría; esto quiere decir que deben presentar los certificados de las empresas donde 
trabajaron, ya que justamente por eso se denominan “prácticos”: porque se supone que tienen 
experiencia laboral. Insisto en que ello no está previsto en este proyecto de ley. 


Con respecto a la tercera categoría, la del obrero especializado, debo decir que pienso que el 
proyecto de ley pretende aludir a categorías laborales superiores a las de un peón práctico o un peón 
especializado. En el inciso segundo del artículo 2% se habla de la implementación de un mecanismo 
para que se pongan de acuerdo la empresa y los trabajadores, y la Comisión Departamental de Trabajo 
sería la que, en definitiva, saldaría la situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿De qué artículo estamos hablando? 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Del segundo inciso del artículo 2? que dice: “Se podrán incluir otras categorías 
laborales cuando así lo acuerden el representante de los trabajadores y el representante de los 
empresarios en la Comisión integrada de conformidad con lo que establece el artículo 4% de la presente 
ley”. Hasta aquí, lo consideramos correcto, si la empresa quiere contratar un capataz y éste está de 
acuerdo. Pero a continuación dice: “de no mediar dicho acuerdo así podrá resolverlo la Comisión 
referida por mayoría de sus integrantes”. Allí se nos presenta un problema. ¿Por qué? Porque las 
empresas constructoras cuentan con certificación de calidad basada en la forma de contratar al 
personal: los capataces, el personal de confianza, el personal especializado, etcétera. Entonces, si la 


empresa está de acuerdo nos parece correcto, pero establecerlo de esta forma no nos resulta 
conveniente. 


Esto es cuanto modestamente puedo aportar a la Comisión. Quedo a vuestra disposición por 
cualquier pregunta que deseen formular. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La definición que figura en el artículo 2? y es cuestionada, se reitera en forma 
similar en el segundo inciso del artículo 7% cuando establece: “En los casos en que se defina por la 
Comisión Departamental de Trabajo satisfacer las necesidades de mano de obra especializada no 
permanente a través de los mecanismos planteados en la presente ley, se abrirán registros 
independientes”. Allí se da la misma situación, porque también está permitiendo que la Comisión, sin 
acuerdo de partes, pueda resolver incorporar otras categorías. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Es verdad, señor Presidente, alude al registro de aspirantes. 


SEÑOR ALFIE.- Con la observación realizada por el Escribano Fernández al segundo inciso del 
artículo 2? y la formulada -por razonable analogía- respecto del artículo 7, me pregunto si resultaría 
pertinente establecer, por ejemplo, que se podrán incluir otras categorías laborales cuando así lo 
acuerden los representantes de los trabajadores y de las empresas. Va de suyo que esto se puede 
realizar y, en realidad, siempre se hace, porque las empresas buscan maximizar el trabajo local para 
evitar los sobrecostos. 


En definitiva, ¿vale la pena considerarlo o resulta sobreabundante? 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Creo que no es sobreabundante porque protege otro aspecto, que es el 
ingreso por sorteo. Si lo dejáramos en manos de las empresas, quizás no se superarían algunos 
aspectos, y creo que la filosofía de esta ley es proteger el ingreso democrático a la función de la 
empresa constructora. 


SEÑOR ALFIE.- Me parece que el tema del sorteo -que viene después- no tiene nada que ver con la 
pregunta que realicé. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- En el caso que mencionaba el señor Presidente sobre el artículo 7%, en el que 
se dice que se abrirá un registro de aspirantes para personal de otra categoría -que supongo será más 
calificado- creo que habría que abrir un registro, y si la empresa pretende contratar personal de la zona 
-como por ejemplo un capataz, porque no tiene el suyo- y acuerda, lo puede ir a buscar a ese registro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más preguntas que formular, agradecemos al escribano Gustavo 
Fernández sus aportes. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 17 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


